PROYECTO DE LEY

El Senado y la Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de :
 L E Y
Artículo 1°: Modificase EL artículo 7°  de la Ley 13. 210, Organización de las Policías Comunales de Seguridad, el que quedará redactado de la siguiente manera:
                         Artículo 7°: Cada Intendente brindará la información propia del conocimiento de su jurisdicción y aportará los elementos necesarios al Jefe de la Policía Comunal de Seguridad para el desempeño de la fuerza policial, a través del funcionario que el podrá designar.
                         El Jefe  de la Policía Comunal de Seguridad deberá informar a requerimiento del Intendente sobre las acciones realizadas. En dichos casos, el incumplimiento será considerado falta grave.
                         El Jefe de la Policía Comunal de Seguridad emitirá órdenes de servicios generales y/o  particulares y órdenes verbales, las que deberán cumplir los subordinados.

Artículo 2°: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

F U N D A M E N T O S

           La Ley 13.210, Organización de las Policías de Seguridad, determina en su artículo 7°, que cada Intendente diseñará las políticas preventivas y las acciones estratégicas de la Policía Comunal de Seguridad, las que impartirá al Jefe de dicho Cuerpo.
           Entendemos que esa función, resulta absolutamente técnica y requiere una extraordinaria capacitación en lo que se refiere a elaborar políticas de seguridad, especialmente en los momentos actuales, donde esta cuestión ocupa la principal preocupación de los ciudadanos bonaerenses, aún no resuelta.
          La norma coloca en cabeza de un Intendente esa enorme función, lo que reiteramos, se presenta como impropio de la actividad comunal en forma exclusiva, pues las acciones de gobierno municipal abarca un sinnúmero de problemas locales, los que si requieren la dedicación exclusiva por tratarse de cuestiones propias de cada localidad.

          El diseño de políticas de seguridad, la que implica nada menos la lucha contra la delincuencia, es materia del Gobierno Nacional y de los gobiernos provinciales, y debe confeccionarse por los organismos especializados oficiales y civiles, en forma conjunta y luego de estudio profundo de la problemática en general.

          El delito no reconoce limitaciones por localidades ni tiene en cuenta los límites de cada partido para cometer uno u otro crimen.

          Parece absurdo que en dos Municipios vecinos, ubicados en la misma región, en un mismo contexto socio económico cultural, impartan instrucciones y órdenes distintas al Jefe Policial, a efectos de combatir los mismos delitos cometidos.

          Imaginemos que los diseños de las políticas resulten absolutamente contradictorias  en dos partidos distintos, debido a la distinta formación y concepción política de cada Intendente. Lejos de solucionar los problemas, la conducta de los gobernantes comunales, agravarían los mismos.

          En las zonas rurales, encontramos con prácticas delictivas que se producen en forma idéntica en cada municipio, como por ejemplo el abigeato. Mal podría un Intendente aplicar políticas diversas a la de su vecino en la lucha contra determinada clase de delitos, los que poseen continuidad en la comisión del ilícito, pues los predios rurales se hallan muchísimas veces ubicados entre dos y hasta tres partidos distintos.

          Creemos que existe una exageración en la interpretación de la descentralización de las funciones del Ejecutivo Provincial y en la delegación de funciones en estos.  Determinadas materias, sobretodo las que se refieren a una problemática nacional y generalizada, no puede ser objeto de parcializaciones hasta puntos extremos. El tema de la seguridad es una de ellas.

          Aceptamos sí, que los gobernantes  municipales deben  actuar y comprometerse íntegramente en esta preocupación. Para ello debe actuar en forma directa y contribuir con todos los organismos involucrados en el combate del delito.

  Por tal razón, incumbe al Intendente aportar toda la información que posea dado el acabado conocimiento territorial de su región, y de la composición social de jurisdicción.

          A esa acción, debe agregársele el aporte de todo elemento requerido para la lucha contra el delito solicitada por el Jefe Policial Comunal, en  función de lo dispuesto por los artículos 17 , 18 y 20 de la ley 13.210.

          De acuerdo a los motivos expuestos, se propone la modificación del artículo 7° de la ley,  excluyendo del primer párrafo la facultad de diseñar políticas preventivas de seguridad y acciones estratégicas de la Policía Comunal de Seguridad, reemplazando esa potestad por la obligación de aportar información y elementos para luchar contra la inseguridad en su jurisdicción, teniendo en cuenta los recursos que recibe cada municipio por imperio de las normas citadas en el párrafo anterior.

          Además se excluye del segundo párrafo la obligación de cumplir las directivas impartidas por el Intendente por parte del Jefe de la Policía  Comunal, sosteniendo la coherencia con la eliminación de la facultad del ejecutivo de diseñar políticas y acciones de Seguridad de brindar información al Intendente ante su requerimiento, permaneciendo el carácter de falta grave, el incumplimiento de tal obligación.

          Esta propuesta legislativa, se hace eco de las inquietudes de los propios Intendentes Municipales de la provincia, quienes han admitido que se sienten superados por la responsabilidad asignada, las que creen, excede sus funciones.

          Como Vuestra Honorabilidad podrá apreciar, la iniciativa propone adecuar las funciones de los Intendentes Municipales de la Provincia de Buenos Aires, dentro del marco que impone la Ley 13.210, a la verdadera situación que ha creado el flagelo de la inseguridad y a las auténticas posibilidades que  poseen los gobernantes municipales dentro de las funciones que les resultan propias.

          Es por ello que solicito me acompañen en el tratamiento de este proyecto con su voto favorable, dios guarde a Vuestra Honorabilidad.

